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Gobernanza en el Pacífico sur: 
entre las rentas ilegales, 
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 n Habitualmente, a la región Pacífico se la define en relación con el abandono 

del estado, que se refleja especialmente en los altos y persistentes índices de 

pobreza de su población, la predominancia de las actividades económicas 

ilegales y la magnitud del conflicto armado. Sin embargo, en este artículo 

se postula que existe una presencia selectiva del estado, en una región ca-

racterizada por su posición geoestratégica, cuyo control disputan múltiples 

actores.

 n Se hace un recuento histórico de los sucesivos ciclos extractivos en la región 

basados en su riqueza en términos de recursos naturales, el desarrollo del 

conflicto armado y las principales formas de generación y apropiación de 

rentas ilegales.

 n Se analizan las posibilidades abiertas por la elaboración y posterior imple-

mentación de los programas de desarrollo con enfoque territorial (PDET) en 

los municipios priorizados a partir del análisis contextual, con énfasis en los 

casos de Buenaventura, Guapi y Tumaco. 
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Introducción

Tradicionalmente, el Pacífico colombiano ha sido ca-

racterizado como uno de los territorios objeto del 

abandono del estado por excelencia. Con índices de 

pobreza por encima de la media del país, con di-

námicas económicas definidas por la apropiación de 

rentas ilegales, desde el narcotráfico hasta la mine-

ría, con profundas carencias en relación con los bie-

nes públicos que el estado debe proveer, una región 

donde también las dinámicas del conflicto armado 

se han enraizado profundamente1. 

Esta lejanía del estado es una de las deudas que se 

busca saldar en el escenario del posconflicto, de 

acuerdo con lo negociado entre el gobierno nacio-

nal y las Farc-EP (Fuerzas Armadas Revolucionarias de 

Colombia-Ejército del Pueblo) en el “Acuerdo final 

para la terminación del conflicto y la construcción 

1 Los análisis sobre la pobreza en el Pacífico realizados por el 
Banco de la República concluyen que, independientemente 
de la medición utilizada, la región siempre presenta “una 
alta incidencia de pobreza y condiciones de vida que están 
por debajo de las prevalecientes en el resto del país” (Galvis, 
Moyano y Alba, 2016: 1). Si se considera la región en ge-
neral, el índice de pobreza multidimensional (IPM) la ubica 
después de las regiones Caribe y Orinoquia-Amazonia, pero 
al considerar los municipios del litoral Pacífico sin las capi-
tales departamentales ni los municipios andinos, está en el 
primer lugar (p. 2). Una de las mediciones utilizadas es el 
índice de necesidades básicas insatisfechas (NBI), que incluye 
cinco dimensiones acerca de la condición de vida de los ho-
gares: viviendas inadecuadas, viviendas con servicios inade-
cuados, viviendas con hacinamiento, hogares con niños en 
edad escolar que no asisten a la escuela y hogares con alta 
dependencia económica. Si un hogar presenta privación en 
al menos una de ellas es considerado pobre, y si lo hace en al 
menos dos, en miseria. En el análisis temporal, al comparar 
la progresión del indicador en los censos de 1973, 1985, 
1993 y 2005, se destaca el hecho que los municipios del 
departamento del Chocó han permanecido en el rango de 
entre 80 y 100% de las personas con necesidades básicas in-
satisfechas (p. 17). Frente a las limitaciones de este indicador, 
el análisis incorpora también el índice de pobreza multidi-
mensional, que toma en consideración quince dimensiones 
y considera un hogar como pobre si presenta privaciones en 
al menos cinco de ellas. En el análisis del litoral Pacífico por 
municipio, solo cinco tienen un porcentaje de personas po-
bres por debajo de 80%: Tadó, Acandí, Quibdó, Buenaven-
tura y Dagua (p. 21). O lo que es lo mismo, más de 89% de 
los municipios de la zona tienen un porcentaje de personas 
pobres por encima de 80%.

de una paz estable y duradera”. Así, varios de los 

municipios de la región fueron incorporados a la 

implementación de los programas de desarrollo con 

enfoque territorial (PDET). En el marco de la lógica 

participativa que atraviesa el Acuerdo de paz, con 

más de setenta instancias de participación previstas, 

se busca que las decisiones que se tomen para el 

territorio provengan de la identificación, discusión 

y priorización, “desde abajo”, de las acciones que 

debe adelantar y acompañar el estado. 

Así estaríamos frente a un escenario de construcción 

de procesos de gobernanza, en el que los actores 

que intervienen en la definición de las políticas públi-

cas son diversos, múltiples, con diferentes intereses 

que deben negociarse y coordinarse en aras de al-

canzar los objetivos de gobierno. De esta manera, se 

podría avizorar al fin una mayor presencia del estado 

en estos territorios.

Sin embargo, al conocer la conformación histórica 

de la región es evidente que tanto sus condiciones 

actuales como la narrativa con la que se la ha en-

marcado en tanto que un territorio lejano y con un 

estado selectivo, tienen que ver con relaciones políti-

cas y económicas complejas, en las que sobresalen el 

extractivismo y la violencia que se ha ejercido sobre 

ella. Es decir, la presencia selectiva del estado en la 

región se relaciona con su importancia geoestratégi-

ca, dada a través de su extensa línea costera, de la 

cercanía con Panamá y las conexiones hacia México 

y países de Asia-Pacífico. Esta importancia geoestra-

tégica ha sido aprovechada por medio del puerto de 

Buenaventura, que garantiza las conexiones con al-

gunas economías asiáticas pero que desarrolla una 

economía de enclave, y también mediante las múlti-

ples rutas para el narcotráfico, lo cual ha tenido por 

consecuencia que actores armados ilegales se dispu-

ten el control territorial, afectando visiblemente a los 

pobladores de la región. 

En el caso del Pacífico colombiano veremos que 

la persistencia de las lógicas del conflicto armado 

(como el combate a grupos armados ilegales, las 

acciones de combate a la minería ilegal o los pro-
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gramas de fumigación aérea de los cultivos de uso 

ilícito), unido a su vocación extractiva, deben ser en-

tendidos como acciones de un estado que no está 

ausente, sino presente, pero selectivamente.

Es por ello que en este artículo consideramos que 

la presencia y ausencia simultánea del estado en la 

región debe ser cuestionada mostrando las dinámi-

cas históricas y los complejos engranajes políticos y 

económicos de allí. Haremos este ejercicio a partir de 

la revisión de algunos aspectos como la generación 

y apropiación de rentas ilegales, en particular de la 

minería de enclave extractivo ilegal y los cultivos de 

uso ilícito, y su relación con la importancia geoes-

tratégica de algunos lugares del litoral, en especial 

los municipios de Buenaventura, Guapi y Tumaco, 

ubicados en el litoral Pacífico (mapa 1), con una es-

trecha relación con las dinámicas del mar y los ríos de 

la región, y, por tanto, con una posición geoestraté-

gica importante, y priorizados como municipios ob-

jeto de programas de desarrollo con enfoque territo-

rial. Se caracterizan también por estar fuertemente 

atravesados por las dinámicas del conflicto armado 

y los reacomodos de los actores en un escenario de 

posacuerdo de paz entre el gobierno y las Farc-EP. 

Según un informe de alerta temprana de la Defen-

soría del Pueblo de febrero de 2018, están entre los 

municipios del país más afectados por las amenazas 

y la vulneración de derechos de líderes y lideresas 

sociales. 

Finalmente, analizaremos cómo el concepto de go-

bernanza, que pone la atención en la relación entre 

el estado y la sociedad civil, nos permite evaluar el 

potencial de los programas de desarrollo con enfo-

que territorial que se han implementado en la re-

gión Pacífico, en relación con su capacidad o no de 

fortalecer los canales de participación ciudadana, y 

con ello garantizar una mayor –y mejor– presencia 

estatal en la región.

Región Pacífico:     
entre la lejana presencia estatal   
y el extractivismo persistente

La región del Pacífico está conformada por los de-

partamentos de Chocó, Valle del Cauca, Cauca y 

Nariño, de norte a sur (mapa 1), y está ubicada al 

occidente de Colombia. Se caracteriza por ser un 

lugar de gran riqueza en cuanto a su biodiversidad 

e hidrografía. Sobresale también por las dinámicas 

asociadas al conflicto armado, ya que actualmente 

distintos actores armados ilegales se disputan el con-

trol del territorio para desarrollar en él actividades 

ilícitas ligadas al narcotráfico y a la minería ilegal. 

Es importante subrayar asimismo que en la región 

existen distinciones subregionales que parten de as-

pectos físicos y de diferenciaciones políticas, cultu-

rales y administrativas, y de particularidades en los 

procesos de poblamiento y movilidad de sus habitan-

tes. Una primera división se presenta entre el llamado 

Pacífico norte que corresponde, básicamente, al de-

partamento de Chocó; otra es la del Pacífico sur: el 

litoral Pacífico de los departamentos de Valle, Cauca 

y Nariño (Almario, Castillo, 1996: 60, en Agudelo, 

2005, tomado de Valencia, 2017). La tercera tiene 

que ver con la distinción entre la región político-ad-

ministrativa conformada por los cuatro departamen-

tos y la región conformada por el litoral, cuyos límites 

son la cordillera Occidental y el océano Pacífico.

En términos de la conformación regional hay tres 

asuntos clave por resaltar: primero, desde hace más 

de veinte años confluyen allí actores armados ilega-

les de distinta índole: traficantes de droga, grupos 

guerrilleros (frentes y, actualmente, disidencias de las 

Farc-EP, y el Ejército de Liberación Nacional, ELN), pa-

ramilitares (Autodefensas Unidas de Colombia, AUC) 

y, en los últimos años, las llamadas Bacrim (bandas 

criminales) o neoparamilitares, que disputan el acce-

so a rentas ilegales y el control territorial, con mayor 

intensidad después del proceso de desmovilización 

de las Farc-EP. Esto ha producido en el último año el 

aumento de la violencia en municipios como Tuma-

co y Buenaventura y en la zona del río Naya. Así, el 
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Mapa 1. Región Pacífico. Municipios de Buenaventura, Guapi y Tumaco

Fuente: elaboración propia por Juan Pablo Milanese.
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Pacífico pasó de ser una región conocida como un 

“remanso de paz”, al margen de las dinámicas del 

conflicto armado, a convertirse en una zona dura-

mente golpeada por este desde finales de la déca-

da de 1990 (Agudelo, 2001; Escobar, 2010). Allí, la 

presencia de guerrillas (Farc-EP y ELN) y del paramili-

tarismo, tanto en su versión contrainsurgente como 

en las estructuras herederas de este fenómeno, ha 

desarrollado cruentas confrontaciones con graves 

consecuencias humanitarias para la región. 

En cuanto a las disputas entre esos actores armados, 

hasta finales de la década de 1980 el actuar de las 

Farc-EP en la región tuvo bajos niveles de operaciones 

militares. Esta presencia fue transformándose pro-

gresivamente y la zona dejó de ser un lugar de des-

canso y reabastecimiento de tropas para para pasar 

a ser lugar de lucha por el control territorial de corre-

dores estratégicos para el abastecimiento de armas e 

insumos para la producción de cocaína, pasando a la 

confrontación armada. Luego de un periodo de pre-

sencia hegemónica de parte de las Farc-EP, que venía 

disputando exitosamente espacios controlados tam-

bién por el Ejército de Liberación Nacional, a finales 

de la década del noventa irrumpieron en la región las 

Autodefensas Unidas de Colombia. 

De acuerdo con Adriana Espinosa (2011), dos razo-

nes explican la irrupción paramilitar en la región: la 

primera, para disputar el control territorial a las gue-

rrillas, en particular a las Farc-EP, que hacía presencia 

en lugares importantes como Buenaventura y Tuma-

co. La segunda indica que la presencia paramilitar 

está relacionada con los efectos del Plan Colombia 

sobre las regiones donde había cultivos de coca. 

Efectos que entre sus consecuencias tuvieron el que 

numerosos grupos paramilitares se desplazaran de 

esas zonas en búsqueda de nuevos lugares de poder 

relacionados con el control y comercio de la cadena 

de la coca y de la economía ilegal vinculada con el 

desarrollo de diversos megaproyectos a lo largo del 

Pacífico (Espinosa, 2011, en Valencia, 2017). 

El segundo asunto clave por resaltar en términos de 

la conformación regional es que el Pacífico es una 

región que sobresale por sus territorialidades dife-

renciales. Es decir, a partir de la ley 70 de 1993 allí 

más de cinco millones de hectáreas han sido titula-

das como consejos comunitarios a las poblaciones 

afrodescendientes y a resguardos indígenas, lo que 

supone grandes retos en cuanto a procesos consul-

tivos para el ordenamiento territorial (mapa 2). En 

esta región, caracterizada por su gran biodiversidad, 

sobresalen también las zonas de protección ambien-

tal, de reserva forestal, además de la existencia de 

importantes puertos como Buenaventura y Tumaco, 

que complejizan el escenario regional.

Tercero, desde la Colonia la región del Pacífico ha 

estado atravesada por dinámicas económicas extrac-

tivas. Su forma de colonización está íntimamente 

ligada a su integración parcial como una despensa 

de productos naturales, que están allí para ser apro-

piados y comercializados más allá de la región (Leal y 

Restrepo, 2003), un modelo de economía extractiva 

ausentista que es posible rastrear desde la Colonia 

(Agudelo, 2001). Esto es, quienes se benefician de la 

inserción en el mercado de estos productos extraídos 

no son principalmente las poblaciones locales, sino 

actores foráneos. Los productos que han alimenta-

do los ciclos extractivos cambian, los actores que los 

dinamizan y la estructura sociopolítica en la que se 

mueven también, pero persiste la dinámica de en-

clave de extracción para mercados externos, en los 

que las poblaciones locales se integran de diferentes 

maneras, pero que no redundan en la mejora de la 

calidad de vida en general y al parecer sí contribu-

yen mucho al deterioro de la vida de los pobladores 

locales.

La explotación del oro es una constante en toda la 

historia, desde las épocas en que generó la coloni-

zación por parte de la corona española hasta la ac-

tualidad. En las primeras décadas del siglo diecisiete 

la corona inició la minería con esclavizados africanos 

en tres zonas auríferas: el Chocó, en los ríos San Juan 

y Atrato, el Raposo, en los actuales departamentos 

del Valle y el Cauca, y en el Pacífico nariñense en 

Barbacoas (Pardo, 2016). Los esclavizados que se 

organizaban en cuadrillas para la explotación eran 
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Mapa 2. Cultivos ilícitos, resguardos y consejos comunitarios

Fuente: elaboración propia con datos de Unodc y Ministerio del Interior, 2016, por Juan Pablo Milanese.
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propiedad de hacendados y esclavistas generalmen-

te ubicados en Cali y Popayán. En la Colonia la re-

gión fue la mayor productora de oro para la corona, 

siendo los territorios mineros los únicos ocupados 

por esta (Leal y Restrepo, 2003). Es de destacar la 

dificultad que encontró la corona para controlar el 

territorio, al punto que desde fines del siglo diecisie-

te y durante casi todo el dieciocho la navegación por 

el Atrato estuvo prohibida (Leal y Restrepo, 2003).

Después del proceso de independencia la explota-

ción del oro declinó en tanto que economía extrac-

tiva para el mercado, aun cuando siguió siendo una 

actividad de subsistencia para la población local. 

Aparecieron entonces otros productos que alimen-

taron nuevos auges extractivos en los siglos dieci-

nueve y veinte, comercializados por élites blancas y 

extraídos por poblaciones negras locales. Entre ellos 

destacan la tagua y el caucho negro (Leal y Restre-

po, 2003). La tagua –llamada el “marfil vegetal”, 

recolectada en las zonas de los palmares, donde se 

encuentran estas semillas con características tan par-

ticulares (Pardo, 2016)– tuvo una alta demanda co-

mercial a finales del siglo diecinueve. El caucho, por 

su parte, se encuentra disperso en la selva y no se 

ha explotado en plantaciones, cual ocurrió en zonas 

como la Amazonia.

A principios del siglo veinte se renovó el ciclo extrac-

tivo del oro, acompañado ahora por el platino, con 

la entrada de empresas extranjeras como la Chocó-

Pacífico de Estados Unidos, que instalaron un siste-

ma de enclave donde hicieron los primeros intentos 

de “modernización” de la explotación aurífera y 

del platino mediante la introducción de maquinaria 

como las dragas. 

En la primera mitad del siglo veinte la madera fue la 

que dinamizó la extracción. La apertura de carreteras 

hasta Quibdó, Buenaventura y Tumaco abrió esta po-

sibilidad, al conectar la región con el interior del país, 

donde estaba la demanda del material (Pardo, 2016).

En las décadas de 1950 y 1960 las demandas de ta-

nino para las curtiembres del país propiciaron la ex-

plotación del mangle rojo (Leal y Restrepo, 2003). En 

la década de 1960, la declaración de la zona como 

tierras baldías y zonas de colonización, y la conco-

mitante entrega de concesiones de explotación ma-

derera, aseguraron un nuevo auge (Agudelo, 2001).

La década de los setenta testimonia el despliegue de 

plantaciones de palma africana, así como el desarro-

llo de la industria camaronera (Agudelo, 2001). Más 

adelante, en la de los ochenta, el mercado interna-

cional demanda palma de naidí, exportada a Francia 

principalmente (Leal y Restrepo, 2003). Esa misma 

década ve la llegada de los cultivos de coca y de la 

inversión de los dineros del narcotráfico en otros ru-

bros de la economía regional (Agudelo, 2001).

La explotación de oro, siempre presente en las di-

námicas de la región, sufre un quiebre a partir de la 

década de 1990, cuando se empiezan a introducir 

grandes maquinarias como dragas y retroexcava-

doras, proceso facilitado por la apertura de algunas 

vías. Pero fue en la primera década del siglo veintiu-

no cuando la extracción de oro con maquinaria de 

gran porte en lógica de enclave ilegal alcanzó su ma-

yor ímpetu, con múltiples consecuencias en todos 

los aspectos de la vida en la región, apalancado por 

el aumento del precio internacional, jalonado por 

una demanda internacional que vuelve a encontrar 

en este un valor refugio para la inversión en un con-

texto de alta volatilidad de los mercados financieros. 

Por otro lado, la lucha contra las drogas desarrollada 

por medio del Plan Colombia, con su estrategia de 

fumigación aérea, llevó a que las zonas de cultivo de 

hoja de coca se movieran de los departamentos de 

Caquetá y Putumayo hacia el Pacífico, especialmente 

al de Nariño, transformándose en la zona con ma-

yor cantidad de hectáreas de cultivo (Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2016). 

Así, hoy la región se caracteriza por las economías 

ilegales del oro y la coca, pero también por la pre-

sencia de megaproyectos que buscan explotar sus 

“riquezas”, en la misma lógica que ha tenido histó-

ricamente, desde sus puertos hasta sus ríos para la 

producción de energía hidroeléctrica. 
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En este punto es importante resaltar otra forma de 

inserción de la región, a partir de la presencia de 

importantes puertos, como los de Buenaventura y 

Tumaco, y la proyección de otros de mayor calado 

como el de Tribugá en Chocó, que ofician como 

puntos nodales de conexión con el mercado inter-

nacional. Así encontramos al menos tres intervencio-

nes de particular importancia, por lo estratégico de 

su trazado y su envergadura, que hacen parte de la 

iniciativa para la Integración de la Infraestructura Re-

gional Suramericana (Iirsa), que busca conectar toda 

América del Sur a partir de la integración en infraes-

tructura para el transporte regional, en particular de 

las materias primas de exportación2. Sin embargo, y 

como se verá, ni la inversión en la infraestructura por-

tuaria ni los volúmenes de comercio que allí se mue-

ven, en particular en Buenaventura que es el puerto 

más importante del país, redundan en la mejora de 

calidad de vida de los habitantes locales, como lo 

demuestran los índices de pobreza multidimensio-

nal, necesidades básicas insatisfechas y carencias en 

infraestructura básica como agua y saneamiento. La 

infraestructura vial planeada y en ejecución entiende 

a la región Pacífico como un nodo de conexión para 

las dinámicas económicas productivas o extractivas 

del resto del país, lo que paradójicamente no propi-

2 Una es la unión del puerto de Buenaventura con la capital 
Bogotá, que hace parte del corredor vial que continúa con el 
corredor vial Bogotá-Cúcuta, para luego seguir hasta Vene-
zuela, y que permitirá unir los dos océanos, el Atlántico en 
Venezuela, hasta el Pacífico en Buenaventura. Esta obra de 
infraestructura es realizada con fondos públicos y hace parte 
de los planes para el eje andino del Iirsa, con la conexión 
Venezuela (Caracas)-Colombia (Bogotá)-Ecuador (Quito). 

 Otra es la construcción de la vía que une la Orinoquia con 
Buenaventura, para propiciar el “desarrollo agroindustrial y 
minero” (Cámara de Comercio Cali, s. f.), y que se vincula 
con los planes de apertura de la frontera agrícola en el orien-
te del país. 

 La tercera es la unión de Tumaco con el puerto Esmeraldas 
en Ecuador, y luego con la vía Panamericana para conectar 
con Perú, y cuyo objetivo es “Permitir la integración vial en-
tre Colombia y Ecuador y el intercambio comercial, especial-
mente por los cultivos de palma africana y por el potencial 
de explotación agrícola. Adicionalmente, con este proyecto 
se logrará la integración vial entre el puerto colombiano de 
Tumaco y el de Esmeraldas en el Ecuador” (Iirsa, s. f.). Para 
acceder a todos los proyectos que hacen parte de Iirsa http://
www.iirsa.org/proyectos/Proyectos.aspx

cia la conexión intrarregional en clave de las necesi-

dades y demandas de sus propios habitantes. Vemos 

entonces un estado activo y presente, que destina 

importantes cantidades de recursos para concretar 

planes de conectividad, pero que no rompe con las 

lógicas de una región destinada a alimentar suce-

sivos ciclos extractivos, basados fundamentalmente 

en el aprovechamiento de sus recursos naturales, re-

novables y no, y de las condiciones geoambientales 

y geoestratégicas. La región es entonces o el asiento 

de algún tipo de enclave extractivo o el trampolín 

para acceder a mercados internacionales, en especial 

el asiático (Luque Revuelto, 2016). 

Otra forma de evidenciar la presencia selectiva del es-

tado es la de su intervención permanente en la región 

por medio de su “aparato legal (directrices de política 

y planes de desarrollo) y militar (presencia activa de 

las fuerzas armadas desde la década de 1990)” (Es-

trada, Moreno y Ordóñez, 2013: 19). Así, el Pacífico 

empezó a tener un lugar destacado en la agenda gu-

bernamental, en especial a partir de la Constitución 

de 1991. Como soporte de esto los autores citados 

mencionan, entre otros, los diseños institucionales 

y diferentes planes y proyectos, como el “Plan de 

desarrollo integral para la costa pacífica” de 1983, 

el “Plan Pacífico” de 1992, financiado por el Banco 

Interamericano de Desarrollo (BID), el Proyecto Bio-

pacífico y la creación del Instituto de Investigaciones 

Ambientales del Pacífico con la ley 99 de 1993, así 

como la Agenda Pacífico XXI de 1999, además de nu-

merosos Conpes relacionados, como las instituciones 

y planes mencionados, con el “desarrollo sostenible” 

de la región (Estrada, Moreno y Ordóñez, 2013: 20). 

En medio de este cruce de riqueza de recursos, va-

rios ciclos de extractivismo, la explotación minera 

de oro, la presencia de cultivos para usos ilícitos 

(mapa 3), la existencia de importantes puertos como 

Buenaventura y Tumaco, aunado a la presencia de 

actores armados, existe la visión ampliamente difun-

dida con respecto a que la región se caracteriza por 

la ausencia del estado. Se habla entonces de una re-

gión abandonada, en la que los índices de pobreza 

multidimensional, indicadores como las necesidades 
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Mapa 3. Títulos mineros y cultivos ilícitos

Fuente: elaboración propia con datos de Unodc, 2016, y ANM, 2014, por Juan Pablo Milanese.
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básicas insatisfechas, la carencia de servicios bási-

cos, la incapacidad de garantizar unos mínimos de 

infraestructura e inversiones para la consecución de 

la vida digna y la garantía de los derechos de sus po-

blaciones son la prueba de esa ausencia del estado. 

Sin embargo, al revisar con mayor cuidado el lugar 

que ha tenido la región en el proceso de confor-

mación nacional, es evidente cómo el extractivismo 

continuo, de una u otra índole, y el desarrollo del 

conflicto armado, demuestran un tipo de presencia 

estatal selectiva en la región.

Rentas ilegales en el Pacífico

Dos actividades se destacan en términos tanto de su 

importancia en la economía regional, así como de 

los impactos en los diferentes aspectos de la vida en 

la región más allá de lo económico: la minería de en-

clave extractivo ilegal y los cultivos para uso ilícito. El 

desarrollo de ambas actividades parece ir de la mano 

con cierta ausencia del estado y falta de oportunida-

des en una región que se ha considerado como una 

periferia, pese a su importancia geoestratégica para 

el país. 

La minería (de enclave ilegal)

La expansión de la industria minera ocurrida desde 

la década de 1990 en Colombia, y en general en 

Latinoamérica, como política de estado responde a 

un proceso de largo aliento de reprimarización de 

la economía nacional. En Colombia, el crecimiento 

acelerado del sector minero en las últimas décadas 

tiene dos dinámicas: el aumento de la solicitud y ad-

judicación de títulos mineros que da a los privados el 

derecho de explotar las riquezas minerales del sub-

suelo que es propiedad del estado, y el crecimiento 

de las explotaciones que se realizan sin ningún tipo 

de regulación o control estatal, y que operan por 

fuera de todos los marcos legales. 

La primera dinámica se ve reflejada en el número de 

títulos mineros entregados. Si en el periodo 1990-

2001 se registran 1.889 títulos, en 2010 ya había 

8.928 concesiones, más unas 20.000 en trámite 

(Massé y Camargo, 2012: 38). El Programa de las 

Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) (2014: 16) 

indica que solo entre 2004 y 2007 los títulos mineros 

para la explotación de oro crecieron 500%3. Uno de 

los aspectos más problemáticos de este crecimiento 

exponencial de la actividad es que la institucionali-

dad minera no se fortaleció en la misma proporción 

(Garay, 2013) ni tampoco lo hizo la institucionalidad 

ambiental (Rodríguez Becerra, 2009), que más bien 

se fue erosionando en sus capacidades de control 

de una actividad intrínsecamente depredadora del 

medio ambiente (Fierro, 2013). Esta debilidad insti-

tucional derivó en un proceso descontrolado de en-

trega de títulos en zonas protegidas por la legislación 

vigente, como es el caso de los parques nacionales 

naturales y otras zonas de protección ambiental, los 

resguardos indígenas, los territorios colectivos afro-

descendientes y zonas de tradición minera artesanal. 

Esta segunda dinámica de minería ilegal se ha desa-

rrollado en paralelo a la expansión de actores arma-

dos ilegales, que además de expandirse en búsque-

da del control territorial, a inicios de la década del 

2000 comenzaron a vincularse al desarrollo de activi-

dades relacionadas con la minería de enclave extrac-

tivo ilegal4. Este tipo de minería es un nuevo espacio 

social de ilegalidad, que las guerrillas, sus disidencias 

y los distintos grupos herederos del paramilitarismo 

se disputan y capitalizan a partir de su capacidad de 

influencia sobre la población. El vínculo entre estos 

diferentes actores con la producción minera ya se ha 

trazado al señalar la relación directa entre el aumen-

3 Nos centramos en la explotación aurífera por ser la más im-
portante en la región.

4 Tipología minera: minería ilegal es aquella que no cuenta 
con un título minero ni licencia ambiental. La minería ar-
tesanal o de subsistencia muchas veces queda incluida en 
esta tipología, siendo considerada una actividad ilegal, sin 
reconocerse sus diferencias en términos de los actores que la 
desarrollan, las técnicas utilizadas ni su raigambre histórico-
social. En este artículo no haremos referencia a este tipo de 
minería a veces definido como informal, sino a la minería 
de enclave extractivo ilegal mecanizada de mediano y sobre 
todo gran porte, controlada en su mayor parte por actores 
armados. 
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to del precio del oro y la actividad minera ilegal con 

la tasa de homicidios y los asesinatos. Así, la minería 

ilegal como espacio de disputa entre los actores ar-

mados refleja la debilidad institucional del estado y 

genera un grave impacto a las poblaciones locales 

(Valencia, 2017).

En general, se calcula que en el país aproximada-

mente el 85% de la actividad minera se da por fuera 

de la ley (Contraloría General de la República, 2016). 

Otros autores calculan que el porcentaje de las uni-

dades de extracción minera que operan dentro de 

la ley, con título minero y licencia ambiental, es aún 

menor, siendo solo del 3%, con lo que el restante 

97% sería minería no legal (Fierro, 2013: 195). 

En la región Pacífico encontramos además casos ex-

tremos, donde prácticamente todas las unidades de 

producción minera operan en la ilegalidad, como en 

el Chocó, donde 99,2% de estas unidades no cuenta 

con los requisitos de ley (Pardo Becerra, 2013: 165). 

Es de destacar que en esta región es particularmente 

importante la minería de aluvión, la que se realiza en 

los cauces de ríos, que concentra el 82% del total 

del oro explotado en Colombia y solo cuenta con 

2% de las explotaciones con los requisitos de ley 

(Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito, 2016). Una cuarta parte de los departamen-

tos afectados por la explotación de oro de aluvión 

del país se localiza en el litoral Pacífico (Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2016). 

De acuerdo con el informe de la Oficina de las Na-

ciones Unidas contra la Droga y el Delito (2016), el 

Chocó es el departamento con mayor concentración 

de superficie con evidencia de explotación de oro de 

aluvión (EVOA), con 46% del total nacional, equiva-

lente a 36.185 hectáreas. Los departamentos de Va-

lle, Cauca y Nariño también presentan este tipo de 

actividad, y cada uno de ellos representa el 2% del 

total nacional, con entre 1.400 y 1.600 hectáreas. 

En los casos analizados, los municipios de Guapi y 

Buenaventura son los más afectados por este tipo 

de actividad. En términos económicos, se calcula 

que cerca de un tercio del dinero que se moviliza en 

el lavado de activos proviene de la actividad minera 

ilegal, lo que equivale a unos 10 billones de pesos 

(Pardo Becerra, 2013a: 178). 

Encontramos también que actividades como la 

minería artesanal o de baja mecanización, históri-

camente la actividad minera más común en el Pa-

cífico colombiano, junto con el barequeo, y ligada 

a procesos de subsistencia de poblaciones afrodes-

cendientes, hoy se transforma y queda catalogada 

como minería ilegal, lo cual representa una dificultad 

para estas poblaciones que deben entrar ahora en 

procesos de formalización. En esta actividad no se 

utilizan grandes máquinas, sino que, por el contra-

rio, la extracción del mineral depende de procesos 

cuasi manuales, con la ayuda de máquinas peque-

ñas como motobombas, obviamente en pequeñas 

cantidades. Pero los últimos años, con la llegada de 

retroexcavadoras, dragas y dragones, la relación con 

el territorio y las relaciones sociales han cambiado 

dramáticamente, ya que la presencia de actores ar-

mados ilegales se incrementó a la par de la existencia 

de este tipo de minería, y sus consecuencias sociales 

y ambientales son de mucha mayor envergadura5. 

La minería se convierte entonces en el escenario en 

el que se configura la influencia de los grupos al mar-

gen de la ley. Recurrir a la violencia es su estrategia 

para asegurar el control territorial y resolver disputas 

por las transacciones en mercados ilegales que dan 

como resultado el aumento en la tasa de homicidios 

y masacres (Idrobo et al., 2014: 102). Es así como 

el boom de la minería aurífera en Colombia ha ge-

nerado nuevas disputas por el acceso a los recursos 

y las rentas que produce, disputas que incluyen la 

vocación territorial de los lugares donde se realiza. 

Los actores armados ilegales han visto en este tipo 

de economías extractivas un canal para sustentar 

sus actividades, lo que ha llevado a que la minería 

se convierta en combustible del conflicto armado 

5 En este punto es necesario tener en cuenta que no solo se 
trata de la capacidad de disrupción de las máquinas, sino del 
paquete tecnológico que incluye el uso de sustancias alta-
mente tóxicas como el mercurio y el cianuro.



13

Sabina Rasmussen / Inge H. Valencia | GobeRnanza en el PacífIco: enTRe RenTaS IleGaleS, VIolencIa Y PDeT

(Rettberg y Ortiz, 2014; Massé y Camargo, 2012), 

poniendo en riesgo, además, la pervivencia de las 

poblaciones de la región.

Los cultivos para uso ilícito

Es importante dar cuenta también de la situación 

con respecto a estos cultivos, específicamente los de 

coca. La cantidad de hectáreas ha tenido un incre-

mento considerable, al pasar de 96.000 en 2015 a 

146.000 en 2016. La región del Pacífico concentra 

cerca de 42% de la coca del país, con 57.777 hectá-

reas (mapa 2). Es muy importante mencionar que en 

Cauca-Nariño y la región Central hay presencia de 

diferentes actores armados ilegales: así, en Cauca-

Nariño se reporta la presencia del ELN, el EPL (Ejér-

cito Popular de Liberación), las Bacrim e incluso se 

ha reportado la presencia de extranjeros que están 

dinamizando los mercados locales de hoja de coca 

y pasta de cocaína (Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito, 2017). 

Mientras que los cultivos ilícitos se concentran en la 

parte sur, en el departamento de Nariño, la explota-

ción no legal/ilegal del oro se concentra en la parte 

norte de la región Pacífico, en el departamento del 

Chocó (tabla 1). Sin embargo, es cada vez más difícil 

separar una actividad de la otra, dado que se van ex-

tendiendo e imbricando por la región, muchas veces 

controladas por los mismos actores, que buscan di-

versificar sus actividades6. Así, en Nariño 80% de las 

zonas que presentan explotación de oro de aluvión 

están ubicadas en territorios afectados por el culti-

vo de coca, en el Cauca 70% y en el Valle 30-35% 

(Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito, 2016).

***

Es evidente entonces que economías ilícitas como la 

minería de enclave ilegal y los cultivos ilícitos conti-

núan siendo un elemento muy importante en la per-

sistencia del conflicto armado y se relacionan con los 

intereses que actores armados ilegales tienen en la 

región, unidos a la falta de oportunidades otorgadas 

por una lejana presencia nacional. Así, las condicio-

nes que propician la aparición de la minería ilegal 

son las mismas que propician los cultivos ilícitos, por 

6  En reciente nota de prensa, el comandante de la Brigada 
contra la minería ilegal del Ejército expresa esta imbricación 
y las razones del tránsito de una actividad ilegal a la otra, 
generalmente de la producción y tráfico de drogas a la 
minería ilegal, por parte de los mismos actores, cuando dice: 
“Un kilo de clorhidrato de cocaína está en unos $6 millones 
y un kilo de oro entre $130 millones y $140 millones. Es 
mucho más rentable y mucho más fácil de producir”. A 
lo que agrega luego, como otra razón para ese tránsito, 
una gran ventaja del oro, que solo es ilegal en la etapa de 
producción, mientras que la cocaína lo es en toda la cadena, 
desde el cultivo de hojas de coca, hasta la producción y la 
comercialización. El Espectador. “Minería ilegal del oro 
le compite al narcotráfico”. Bogotá, 4 de mayo de 2018. 
https://www.elespectador.com/economia/mineria-ilegal-del-
oro-le-compite-al-narcotrafico-articulo-753924

Tabla 1. Proporción de hectáreas de coca y minería ilegal por departamento                                                 
en la macrorregión del Pacífico centro y sur

Nº Departamento

Hectáreas 
de coca 

por 
departamento

Número 
de

municipios 
con coca

Hectáreas 
de minería 
ilegal por 

departamento

Número 
de 

municipios 
con minería 

ilegal

Total 
municipios 

en el 
departamento

 Porcentaje 
del

departamento 
con cultivos 

de coca

Porcentaje
 del 

departamento 
con minería 

ilegal

1 Nariño 42.627 26 1.676 6 64 40,6 9,4

2 Cauca 12.595 19 1.408 15 42 45,2 35,7

3 Chocó 1.646 14 35.866 24 30 46,7 80

4 Valle del Cauca 752 5 1.570 3 42 11,9 7,1

Total 57.621 64 40.520 48 178 36 27

Fuente: Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, con cálculos MOE.
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lo que no es una cuestión solo de actores y de sus es-

trategias para generar rentas, sino de las condiciones 

estructurales de los territorios en donde se desarro-

llan estas actividades, condiciones que las permiten 

y las propician, entre las cuales sobresalen la pobre-

za, las profundas desigualdades y el recrudecimiento 

del conflicto armado (Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito, 2016:35), como veremos 

a continuación.

Las estadísticas permiten corroborar la afirmación 

de la ilegalidad en las actividades económicas que 

caracterizan a la región y por medio de las cuales se 

insertan en el mercado global7, y permitirían hablar 

de una ausencia del estado, dada la falta de control 

y la imposibilidad de hacer cumplir el marco legal 

vigente. Sin embargo, y como se ha visto, esta au-

sencia no es absoluta, ya que el estado está presente 

de diferentes formas. 

Por un lado, existe un despliegue importante de las 

Fuerzas Armadas, con sus respectivos batallones y 

acciones de lucha contra los grupos armados ilega-

les, las actividades en el marco de la lucha contra las 

drogas o los operativos frente a la minería ilegal. Por 

ejemplo, en relación con el accionar de las autori-

dades frente a la minería ilegal, la Dirección Nacio-

nal de Fiscalías reporta entre 2014 y 2016 un total 

de cincuenta y un procesos en el departamento del 

Cauca, cuarenta y cinco en el Chocó y noventa y 

seis en el del Valle del Cauca, todos ellos relaciona-

dos con explotaciones ilícitas de yacimientos mine-

ros y daños en los recursos naturales. Por su parte, 

la Policía de carabineros da cuenta de cincuenta y 

cuatro operativos en Valle del Cauca, diecisiete en 

Cauca y trece en Nariño entre 2012 y 2015 (Oficina 

de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 

2016: 134), y si a ello sumamos el despliegue estatal 

a partir de los procesos de sustitución de cultivos de 

uso ilícito que se comenzaron a implementar con el 

7 Hacemos referencia al mercado global dado que la extrac-
ción de los recursos naturales de la región, sean minerales 
como el oro o cultivos como la coca, se destina casi en su 
totalidad a la exportación.

Programa nacional integral de sustitución de cultivos 

ilícitos (PNIS), podemos plantear que el estado selec-

ciona claramente las políticas que desarrolla. 

Los casos de Buenaventura,   
Guapi y Tumaco

Buenaventura

Ubicado en el departamento del Valle del Cauca, el 

municipio de Buenaventura limita por el norte con 

el departamento del Chocó, por el sur con el del 

Cauca, por el oriente con los municipios de Jamun-

dí, Cali, Dagua y Calima, y por el occidente con el 

océano Pacífico. Tiene una extensión de 6.297 km2 

y una población de 424.000 habitantes. El muni-

cipio presenta condiciones que limitan significati-

vamente las condiciones de vida de la población. 

Según el Departamento Administrativo Nacional 

de Estadística (Dane), el 35,9% de sus habitantes 

tiene alguna necesidad básica insatisfecha, pero al 

incorporar las quince variables que componen el ín-

dice de pobreza multidimensional, el resultado es 

de 66,53% de la población en la pobreza. Tiene 

uno de los índices más bajos del Pacífico, pero el 

más alto del departamento del Valle del Cauca. Es 

un municipio de categoría 6 y tiene una medición 

de desempeño municipal alta (Contaduría General 

de la Nación, 2017). En cuanto al riesgo electoral 

analizado por la Misión de Observación Electoral, 

presenta un riesgo extremo consolidado por fac-

tores de violencia ligada a la presencia de actores 

armados ilegales (Misión de Observación Electoral, 

2018: 128). 

Por el lugar geoestratégico que ocupa en el Pacífico 

colombiano, Buenaventura no solo es el puerto más 

importante para la economía nacional, sino además 

un territorio clave en la cadena de la coca-cocaína, 

tanto para su producción como para su tráfico. Allí 

hay un alto grado de conflictividad, relacionada 

sobre todo con su importancia geoestratégica. No 

solo es el puerto con mayor actividad de transporte 

de mercancías del país, sino que, además, al ser un 
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punto central que une el norte y el sur del litoral, y 

como fase final de un corredor que conecta rutas de 

producción de droga desde los departamentos de 

Cauca y Tolima, se convierte en un gran centro de 

conexión con múltiples lugares, lo que lo hace ser 

un lugar de disputa y control por parte de actores 

armados que buscan aprovechar las rutas del narco-

tráfico. Debido a lo anterior, Buenaventura es una 

ciudad en disputa entre intereses del estado, acto-

res armados, la empresa privada y diversos agentes 

económicos, en donde la utilización de la violencia 

ha sido una constante para lograr algún tipo de he-

gemonía.

En relación con el desarrollo del conflicto armado, 

en Buenaventura empezó a haber cambios signifi-

cativos desde finales de la década de los noventa, 

debido primero a la fuerte confrontación del esta-

do al llamado cartel Cali, luego con la llegada de las 

Farc a la zona rural y posteriormente con la irrupción 

del paramilitarismo a la región en cabeza del blo-

que Calima. La expansión de cultivos ilícitos en las 

regiones de los ríos Patía y Naya, Timbiquí, zona rural 

de Buenaventura y otros municipios del Pacífico, y 

la confrontación persistente entre las Farc y las AUC, 

produjeron desde finales de esa década masacres, 

asesinatos selectivos y un desplazamiento significati-

vo hacia la zona urbana de Buenaventura, lo que en 

su momento hizo que la ciudad entrara en emergen-

cia humanitaria varias veces. 

Luego del proceso de desmovilización de las AUC, 

varios grupos ligados a bandas criminales como la 

Empresa y los Rastrojos se enfrentaron a los actores 

presentes por el control de rutas y territorios ligados 

al narcotráfico. En el caso de la zona rural, desde 

2012 se hizo evidente el aumento de la minería ile-

gal en las cuencas de sus siete ríos: Dagua,  Anchica-

yá, Calima, Raposo, Mayorquín, Cajambre y Yuru-

manguí. Así, la configuración geográfica y territorial 

de Buenaventura es propicia para el desarrollo de 

actividades no legales: tráfico de armas, movilización 

de insumos para el procesamiento de drogas ilícitas, 

contrabando y el establecimiento de cultivos de coca 

para su transformación en cocaína.

En el último año y medio, luego del proceso de des-

movilización de las Farc-EP, la llegada de nuevos ac-

tores armados ilegales y el reacomodo de los pre-

sentes, produjo el aumento de la violencia así como 

procesos internos de negociación entre estos. De 

acuerdo con un informe de la Fundación Ideas para 

la Paz sobre Buenaventura, de diciembre de 2017, la 

reconfiguración de la presencia de actores armados 

ilegales se evidencia con la llegada del Clan del Golfo 

y el ELN a la zona rural del municipio, principalmente 

por el norte, en lugares como Juanchaco, la Barra y 

Ladrilleros, que se ha traducido en fuertes desplaza-

mientos desde el Litoral de San Juan. Es de resaltar 

asimismo la presencia de nuevos grupos herederos 

de las Bacrim, como Gente del Orden o las denomi-

nadas Guerrillas del Pacífico, que llegaron para dis-

putar actividades relacionadas con el microtráfico, lo 

cual se traduce en nuevas normas de control social, 

confinamiento, aumento de amenazas, la extorsión, 

el desplazamiento y el despojo en zonas estratégicas 

de los barrios del puerto. 

Guapi

Este municipio tiene una población de 29.797 ha-

bitantes (Dane, 2005), 97% de los cuales se reco-

nocen como afrocolombiano. Ubicado en el surocci-

dente del departamento del Cauca sobre la planicie 

costera que ocupa la región Pacífico desde Bue-

naventura hasta el río Guapi, limita al norte con el 

océano Pacífico y el municipio de Timbiquí, al oeste 

con el océano Pacífico, al oriente con los municipios 

de El Tambo y Argelia, y al sur con el departamen-

to de Nariño. Su cabecera está ubicada a orillas del 

río Guapi, a unos cuantos kilómetros de su desem-

bocadura. Además de este afluente, los ríos Guajuí, 

San Francisco y Napi constituyen las zonas ribereñas 

más importantes de la región. Esta cabecera munici-

pal prácticamente desapareció a principios del siglo 

veinte, producto de un gran incendio y dos terremo-

tos (Defensoría del Pueblo, 2014). 

En la actualidad es uno de los municipios más afec-

tados por la expansión de la minería ilegal de oro de 
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gran porte en sus ríos del departamento del Cauca, 

departamento que pasó de 74 hectáreas de explo-

tación de oro de aluvión en 2001 a 1.408 en 2014 

(Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito, 2016). Es un municipio de categoría 6, con 

una medición de desempeño municipal baja (Con-

taduría Nacional, 2017). Su índice de necesidades 

básicas insatisfechas es del 87,4% y su índice de 

pobreza multidimensional muy similar, de 86,14% 

(DNP, 2017). 

Los datos recolectados por la Misión de Observación 

Electoral (2018) para su análisis de riesgo electoral 

hablan de una transformación en la presencia de ac-

tores armados ilegales. Actualmente hay una mayor 

presencia del ELN, que ha vuelto para ocupar el vacío 

dejado por las Farc-EP, que llegaron en la década de 

1980 desde los municipios de Argelia y el Tambo, ex-

tendiendo su control y ganando gran poderío militar 

en la región litoral caucana, creando varios frentes, 

en particular el 29 que operó en este municipio.

Históricamente, desde su llegada a la región en la 

década de 1980, tanto el ELN como las Farc contro-

laron en su momento la cordillera Occidental cauca-

na, y extendieron este control hacia las estratégicas 

zonas del litoral, sobre todo con el control del narco-

tráfico a comienzos de la década del 2000, generán-

dose disputas entre ambos grupos, a la vez que se 

recrudecían los operativos militares. Esta situación de 

disputa entre estos grupos armados tiene múltiples 

idas y vueltas, generando avances y repliegues, que 

para el caso de Guapi tuvo como resultado la conso-

lidación de la hegemonía de las Farc-EP. 

A esta dinámica se sumó la irrupción de grupos pa-

ramilitares que hicieron presencia desde finales de 

la década de 1990, pero que pasaron a ejercer el 

control territorial, el microtráfico y el tráfico de ar-

mas alrededor de 2009. La ocupación del territorio 

por parte de estos grupos se fue dando a lo largo 

de sus ríos, para llegar luego a la cabecera munici-

pal. Esta presencia disparó los niveles de violencia del 

conflicto, a la par que crecían los cultivos de coca. En 

2005, el frente Pacífico de las Autodefensas Unidas 

de Colombia estaba completamente establecido en 

la costa pacífica caucana. Luego de la desmoviliza-

ción de estos grupos en la primera década del siglo 

veintiuno, es evidente la presencia de grupos pos-

desmovilización de las AUC, como los Rastrojos o las 

Águilas Negras. Con la desmovilización de las Farc-EP 

en el marco del Acuerdo de paz, en la actualidad 

se vive un proceso de reconfiguración de los demás 

grupos armados que se están disputando el control 

de esta región estratégica, tanto para apropiarse de 

rentas ilegales provenientes de los cultivos ilícitos 

como para desarrollar la actividad minera aurífera 

ilegal, que se disparó en los últimos años. 

En 2013 el Observatorio Pacífico y Territorio (2013) 

registró el crecimiento sin control de enclaves mine-

ros con retroexcavadoras por toda la costa caucana, 

incluido Guapi. Las fumigaciones de los cultivos de 

coca generaron la búsqueda de diversificación de las 

rentas ilegales hacia la minería de enclave extractivo 

ilegal. Así, tanto en los informes de las organizacio-

nes como en los testimonios recogidos en el traba-

jo de campo del grupo de investigación de Icesi, se 

evidencia la relación entre las fumigaciones aéreas 

realizadas en el marco de la lucha contra las drogas y 

la aparición de la minería ilegal mecanizada. 

Ante la pérdida de las cosechas debido a las asper-

siones aéreas de glifosato, la minería se convirtió en 

una alternativa económica en la zona de Guapi. Esta 

relación muestra también la presencia selectiva del 

estado y algunas paradojas de la misma. Si bien es 

un estado ausente en relación con la garantía de los 

derechos básicos de las poblaciones, sí tiene la capa-

cidad de intervenir en asuntos como la lucha contra 

las drogas, en las que sus intervenciones además de 

tener efectos directos, como la fumigación de culti-

vos de uso ilícito, también los tiene indirectos, como 

la profundización de la actividad minera ilegal en 

esos mismos territorios.

En Guapi, como en otros lugares del litoral Pacífico 

caucano como López de Micay y Timbiquí, las activi-

dades de minería artesanal se vieron transformadas 

por la llegada de maquinaria de gran porte asociada 
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en gran medida a la presencia de actores armados 

ilegales. De esta manera, los habitantes de estos lu-

gares se ven afectados por la minería aurífera ilegal 

y las amenazas, los desplazamientos y asesinatos, 

entre otras violaciones de los derechos humanos 

asociadas a ella: “De igual forma son frecuentes las 

divisiones y fracturas de su tejido organizativo como 

efecto de pagos, bonificaciones, empleos y otras 

prebendas económicas por parte de los agentes que 

explotan ilegalmente los recursos mineros en sus te-

rritorios” (Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo, 2016).

Tumaco

Ubicado en el departamento de Nariño al surocci-

dente de país, Tumaco es, después de Buenaventura, 

el segundo puerto más importante sobre la costa pa-

cífica. Con 203.907 habitantes (Dane, 2005), un ras-

go demográfico que lo caracteriza es su diversidad 

étnica. De acuerdo con el censo del Dane de 2005, el 

10,8% de la población se reconoce como indígena y 

el 20,8% como afrodescendiente. 

El territorio municipal tiene una configuración admi-

nistrativa regida formalmente por las prerrogativas 

de autonomía jurídica y autogobierno de las que go-

zan los territorios colectivos, tanto para la población 

indígena como para la afrodescendiente, y, al mismo 

tiempo, otra parte está regido por la normativa del 

territorio ordinaria y administrada por la autoridad 

municipal: tres corregimientos especiales –La Esprie-

lla, Llorente y la Guayacana– y la cabecera municipal 

(Fundación Ideas para la Paz, 2014).

El índice de necesidades básicas insatisfechas en Tu-

maco es de 48,34; no obstante, al tener en cuenta 

las quince variables del índice de pobreza multidi-

mensional el resultado se eleva a 84,5%. Es un mu-

nicipio categoría 4 y tiene una medición de desem-

peño municipal medio (Contaduría Nacional, 2017). 

En relación con el riesgo electoral (Misión de Obser-

vación Electoral, 2018), su situación es similar a la 

de Buenaventura: riesgo extremo consolidado por 

factores de violencia (128), presencia de ELN (162), 

grupos armados organizados (158), disidencias de 

las Farc (300), todos ocupando los vacíos dejados 

por este último grupo. Presenta un riesgo extremo 

por densidad de cultivos ilícitos (277) y por despla-

zamiento forzado (179). Una diferencia es que no se 

identifica amenaza por densidad de minería ilegal. 

Pero como mencionamos, la mayor parte de la que 

se presenta está en zonas de cultivos ilícitos, lo cual 

representa una clara correlación que alerta sobre las 

posibilidades de que el fenómeno se extienda tam-

bién en este municipio. 

La Fundación Ideas para la Paz (2014) agrupa los an-

tecedentes del conflicto armado en Tumaco en tres 

momentos. El primero, después de 1999, cuando los 

cultivos de hoja de coca se trasladaron de los de-

partamentos de Meta, Caquetá y Putumayo, a con-

secuencia de la implementación del Plan Colombia. 

El segundo, el de la entrada de las autodefensas e 

inicio de una serie de confrontaciones, especialmen-

te con las Farc-EP, por el control territorial y de ru-

tas del narcotráfico. El tercero, cuando en 2009 las 

Farc-EP puso en marcha el plan Renacer, con el que 

buscaban recuperar los espacios dominados por los 

Rastrojos en la costa pacífica y las Águilas Negras 

en el norte de Nariño. Podríamos agregar un último 

momento, ligado al proceso de desmovilización de 

las Farc-EP, en el que encontramos el reacomodo de 

grupos herederos de las Bacrim que vienen a dispu-

tar rutas del narcotráfico y el control territorial.

Otra forma de comprender el desarrollo del conflicto 

armado en Tumaco es a partir del desarrollo de ciclos 

extractivos en el municipio. La bonanza maderera 

que tuvo lugar desde 1950 hasta 1980 hizo de él 

el principal centro de exportación de esta madera y, 

por otro lado, convirtió el suelo en grandes planicies 

aptas para el cultivo de palma africana, y a partir de 

la segunda mitad de la década de los noventa para 

el cultivo de coca. Sobresale asimismo la consolida-

ción de la presencia del cartel de Cali a mediados de 

los años noventa, ya que, mediante testaferros como 

Jairo Aparicio, José Santacruz y Elmer Pacho Herrera, 

hicieron numerosas compras de terrenos que utiliza-
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rían como centros de acopio de la cocaína. Fue tam-

bién durante este periodo cuando se empezaron a 

utilizar los corredores estratégicos para el transporte 

de insumos químicos, armamentos y cocaína8. 

Posteriormente, a fines de la década de 1990, las Au-

todefensas Unidas de Colombia llegaron al municipio 

atendiendo la petición hecha por algunos palmicul-

tores, comerciantes, terratenientes e industriales para 

que les “ayudaran” a contener los crímenes de las 

Farc-EP9. Esta petición se unió a la intención de Carlos 

Castaño de expandir el paramilitarismo al sur del país 

y obtener así el valor estratégico de Tumaco para el 

tráfico de drogas. Dicha situación implicó la llegada 

del bloque Libertadores del Sur, adscrito al bloque 

Central Bolívar de las AUC. Con cuya llegada se ini-

ciaron los asesinatos selectivos de líderes sociales y 

políticos, unido a la estrategia de establecer control 

sobre las vías terrestres con salida al mar. Para ello, los 

grupos paramilitares se establecieron en sitios estra-

tégicos como el corregimiento de Llorente, en medio 

de intensos combates con las Farc y del asesinato y 

atentados a la población civil, lo cual terminó con la 

expulsión de las Farc, al menos del casco urbano del 

municipio, y el control sobre las plantaciones de coca, 

los laboratorios para su procesamiento y las rutas de 

embarque en lugares como Llorente, La Espriella y las 

orillas de los ríos Mira y Mataje.

En 2005 el frente Libertadores del Sur participó en el 

proceso de desmovilización ofrecido por el gobier-

no del presidente Álvaro Uribe (2002-2006, 2006-

2010), proceso de desmovilización que no tuvo éxito 

en cuanto a la desarticulación de la lógica criminal y 

de narcotráfico que había detrás y de la cual emer-

gieron otros grupos con distintas denominaciones. 

Es decir que después del proceso de desmovilización 

8 Algunos de estos corredores estratégicos bajan por el río Ro-
sario hasta la carretera principal y de allí hacia Bajo Mira y 
Frontera hacia el mar través de puntos conocidos como Can-
delilla la Mar y San Jacinto. Otros corredores vienen desde 
Roberto Payán y atraviesan el Consejo Comunitario del Alto 
Mira y Frontera para salir hacia el Ecuador.

9 El Espectador. “Radiografía de los paras en Nariño”. Bogotá, 
7 de octubre de 2014. https://www.elespectador.com/noti-
cias/judicial/radiografia-de-los-paras-narino-articulo-521119

empezó uno de rearme o reciclaje de algunos com-

batientes que no se desmovilizaron y se organizaron 

en grupos con proyectos armados ilegales, algunos 

con alcance nacional, que empezaron a darse a co-

nocer con los nombres de Organización Nueva Ge-

neración, Águilas Negras, Autodefensas Campesinas 

de Nariño, los cuales siguen reciclándose, cumplien-

do un papel muy importante en las diputas por el 

control territorial posteriores al proceso de desmovi-

lización de las Farc. 

Tumaco es en la actualidad uno de los municipios 

donde se concentra la mayor cantidad de cultivos de 

hoja de coca. En 2016 había 23.148 hectáreas, 16% 

del total nacional. Esta concentración obedece, según 

el informe de la Oficina de las Naciones Unidas contra 

la Droga y el Delito (2016), a “una densificación del 

cultivo, es decir, cada vez está más concentrado en 

territorios bien definidos”, lo cual hace que, en térmi-

nos de cultivos ilícitos haya mayor presión territorial 

por parte de actores armados ilegales, entre los que 

se resaltan grupos pertenecientes a las disidencias de 

las Farc-EP provenientes de la columna móvil Daniel 

Aldana y del frente 29, que han dado origen a varios 

grupos como las Guerrillas Unidas del Sur, Resisten-

cia Campesina, Guerrillas Unidas del Pacífico y frente 

Oliver Sinesterra (Fundación Ideas para la Paz, 2018). 

En cuanto a la dinámica de este conflicto, los actores 

armados tienden a poner el control estratégico sobre 

el territorial. De acuerdo con Echandía (2004: 66), 

mediante el control territorial se “busca mantener 

por medio de la fuerza o con medios indirectos un 

dominio sobre la población y la zona”, mientras que 

en el control estratégico “no hay interés en la in-

fluencia sobre la población, sino las ventajas asocia-

das a la guerra”, como el control de corredores y el 

de recursos económicos, que se pueden observar en 

Tumaco. Según el mismo autor, y en relación con la 

urbanización del conflicto, en el caso de Tumaco po-

demos decir que este ha sido dominado por las ‘or-

ganizaciones criminales’10, mientras que los grupos 

10 Organizaciones lideradas por narcotraficantes y grupos que 
se organizaron después de la desmovilización de las Autode-
fensas.



19

Sabina Rasmussen / Inge H. Valencia | GobeRnanza en el PacífIco: enTRe RenTaS IleGaleS, VIolencIa Y PDeT

guerrilleros se han concentrado en el área rural del 

municipio. La urbanización del conflicto demanda la 

capacidad de controlar ciertos lugares de las ciuda-

des y la de responder a la confrontación, lo que ha 

propiciado el fenómeno del desplazamiento intraur-

bano11. Mientras que el interés de ejercer control en 

el área rural del municipio se relaciona con el control 

de los cultivos de hoja de coca, los corredores estra-

tégicos, los laboratorios y rutas de narcotráfico, que 

han ocasionado el desplazamiento de comunidades 

indígenas y afrodescendientes12.

Pacífico y posconflicto:   
entre el recrudecimiento de la 
violencia y los intentos de paz

Al revisar los casos de Buenaventura, Guapi y Tuma-

co se evidencia que a pesar de la narrativa de la poca 

presencia estatal, el Pacífico se ha constituido en una 

región de importancia geoestratégica para el extrac-

tivismo, el desarrollo del conflicto armado y de acti-

vidades relacionadas con el narcotráfico, todo lo cual 

supone importantes retos de cara al posacuerdo. 

En el caso de esta región, su variedad de pisos tér-

micos, selvas y piedemonte ha beneficiado la siem-

bra de cultivos ilícitos como la coca y amapola; la 

geografía de la cordillera ha servido para camuflar 

cristalizaderos y laboratorios para el procesamiento 

de coca. Además, a través de ríos como el Mira, Nul-

pe, Guiza y muchos otros de la región se transporta 

cocaína hacia puertos en el mar para exportarla me-

diante la utilización de navíos y sumergibles. 

Tumaco es uno de los municipios atravesado por 

el oleoducto Trasandino (que parte de Orito, Pu-

11 Susana Noguera. “Víctimas de Tumaco reclaman una vida 
digna”. El Espectador. Bogotá, 12 de marzo de 2016. http://
colombia2020.elespectador.com/construyendo-pais-2020/
content/victimas-de-tumaco-reclaman-una-vida-digna

12 El Tiempo. “Conflicto por cultivos de coca, causa del 
desplazamiento en el Pacífico”. Bogotá, 2 de junio de 
2009. http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-
3467555

tumayo), oleoducto de cuyas válvulas los grupos 

armados extraen insumos para transformarlos en 

gasolina y ACPM y utilizarlos para el procesamien-

to de base coca, para la cual construyen refinerías 

artesanales13. 

En otras palabras, la ubicación y la geografía de Bue-

naventura, Guapi y Tumaco han sido aprovechadas 

por los grupos armados para garantizar sus ofensivas 

en aras de ganar territorios y aumentar su financia-

ción. También encontramos una estrecha relación 

entre el aumento de la minería ilegal y el fortaleci-

miento de las denominadas Bacrim o grupos here-

deros del paramilitarismo, que utilizan esta actividad 

como un soporte para financiar sus actividades. A 

pesar de la existencia de la minería tradicional liga-

da a la presencia de la población afrodescendiente, 

la expansión de la minería ilegal ha aumentado las 

expresiones de violencia en estos territorios. La alta 

informalidad de la actividad minera, ligada a nuevas 

economías ilícitas y altos flujos del capital de nego-

cios como el narcotráfico, tiene impactos sociales y 

sobre la seguridad que afectan considerablemente a 

los pobladores de la región. 

En el último año la Defensoría del Pueblo resaltó la 

expansión del ELN en la región Pacífico, una conse-

cuencia de la desmovilización de las Farc-EP, y como 

estrategia para consolidar los corredores de movi-

lidad que conecten sus frentes desde Chocó hasta 

Nariño (Defensoría del Pueblo, 2018: 30). La región 

es escenario también de la conformación de disiden-

cias de las Farc-EP, que han tenido confrontaciones 

armadas en los cuatro departamentos (Chocó, Valle 

del Cauca, Cauca y Nariño), concentrándose las dis-

putas sobre todo en Tumaco y en la costa nariñense. 

Disidencias y grupos herederos de las Bacrim usu-

fructúan economías legales e ilegales en la región y 

conculcan los derechos de la población civil median-

te múltiples mecanismos. Si bien los enfrentamien-

tos armados han disminuido, los homicidios de líde-

13 El Tiempo. “Las Farc tenían dos refinerías ilegales en zona 
rural de Tumaco”. Bogotá, 22 de noviembre de 2007. http://
www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-3827236
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res sociales no cesan, registrándose entre enero de 

2017 y febrero de 2018 un incremento considerable. 

Para el caso regional, durante ese periodo en Tuma-

co se registraron seis asesinatos de líderes sociales, 

en Guapi dos y en Buenaventura ocho, y es evidente 

la amenaza y el hostigamiento a líderes pertenecien-

tes a distintos procesos sociales. 

Este último aspecto es de especial importancia de 

cara a los procesos de gobernanza que se adelantan 

con la construcción de los programas de desarrollo 

con enfoque territorial, más aún si se tiene en cuenta 

que las actividades que caracterizan a los líderes ase-

sinados tienen que ver con la defensa del territorio y 

los recursos naturales, la denuncia de las actividades 

vinculadas a la minería de enclave extractivo ilegal, 

el cumplimiento del Acuerdo de paz, en particular 

los programas de sustitución de cultivos ilícitos y la 

formulación de los programas de desarrollo con en-

foque territorial, el acceso a la participación políti-

ca en el proceso electoral, procesos de restitución y 

retorno y denuncias de distinto tipo (Defensoría del 

Pueblo, 2018: 44).

Los escenarios de confrontación en la región del Pa-

cífico, en particular en Buenaventura, la costa cauca-

na (Guapi, Timbiquí y López de Micay) y Tumaco, nos 

demuestran luchas por un territorio de importancia 

estratégica para el desarrollo de actividades ligadas 

al narcotráfico y las rentas ilegales. El reacomoda-

miento de actores armados y las luchas por el control 

territorial de los últimos años demuestran también la 

articulación trasnacional que tiene la región. En este 

extenso territorio el posacuerdo parece ser una nue-

va etapa de la confrontación armada, más focalizada 

y criminalizada, lo que genera incertidumbre de cara 

a los compromisos adquiridos con el Acuerdo de paz 

firmado con la guerrilla de las Farc, como sucede con 

la implementación de los programas de desarrollo 

con enfoque territorial. 

La gobernanza como apuesta de 
paz: los programas de desarrollo 
con enfoque territorial14 

Los programas de desarrollo con enfoque territorial 

son un mecanismo para que la reforma rural integral, 

planteada en el punto 1 del Acuerdo de paz, llegue 

de forma prioritaria a los territorios más afectados 

por el conflicto, con mayores índices de pobreza, 

presencia de economías ilícitas y debilidad institucio-

nal. Se desarrollarán en ciento setenta municipios de 

dieciséis subregiones, priorizados con base en crite-

rios que tienen que ver con los niveles de pobreza, 

el grado de afectación por el conflicto armado, la 

debilidad institucional y la presencia de cultivos ilí-

citos y otras economías ilegales. Fueron planeados 

de manera tal que el proceso de construcción co-

menzara en las veredas, para luego pasar al ámbito 

municipal y regional, con la participación de los prin-

cipales actores sociales de cada territorio, desde las 

comunidades hasta el sector privado pasando por la 

institucionalidad pública. 

En el caso de la región Pacífico se inició la imple-

mentación de cuatro programas de desarrollo con 

enfoque territorial: 

1. Pacífico medio, conformado por los municipios 

de Buenaventura, López de Micay y Timbiquí, en 

el que quedaría inscrito el municipio de Guapi.

2. Pacífico y frontera nariñense, conformado por 

once municipios: El Charco, Magüí Payán, Ro-

berto Payán, Olaya Herrera, Mosquera, Santa 

Bárbara-Iscuandé, Francisco Pizarro, La Tola, 

Barbacoas, Ricaurte y Tumaco. 

3. Chocó, conformado por catorce municipios: 

Acandí, Carmen del Darién, Riosucio, Bojayá, 

Medio Atrato, Condoto, Litoral del San Juan, 

14 Este apartado cuenta con información recogida como socios 
regionales en el proceso de investigación “Compromiso ciu-
dadano por la paz” realizado por la Fundación Ideas para la 
Paz y la Universidad Icesi durante junio de 2016 y junio de 
2017.
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Istmina, Medio San Juan, Nóvita, Sipí y Unguía; 

y en Antioquia Vigía del Fuerte y Murindó.

4.  Norte del Cauca y alto Patía, que aun cuando 

no está en el litoral tiene un rol importante, ya 

que este programa de desarrollo con enfoque 

territorial también concentra dinámicas impor-

tantes relacionadas con los cultivos ilícitos y el 

reacomodamiento de grupos armados ilegales. 

Está conformado por veinticuatro municipios de 

tres departamentos: Argelia, Balboa, Cajibío, El 

Tambo, Mercaderes, Patía, Buenos Aires, Caloto, 

Jambaló, Miranda, Morales, Piendamó, Santan-

der de Quilichao, Suárez, Toribío, Caldono y Co-

rinto en el Cauca; Cumbitara, El Rosario, Leiva, 

Los Andes y Policarpa en Nariño; y Florida y Pra-

dera en el Valle. Buenaventura, Guapi y Tumaco 

hacen parte de los municipios priorizados en los 

programas de desarrollo con enfoque territorial.

En lo adelantado hasta ahora, el proceso de elabo-

ración de los programas de desarrollo con enfoque 

territorial ha acertado en la apuesta por su construc-

ción desde las veredas, acercando el proceso de pla-

neación a los contextos que pretende transformar, 

que presentan grandes desafíos de acceso. Son en-

tonces una propuesta de gobernanza que incluiría 

la participación de diferentes actores (estado, orga-

nizaciones sociales y empresas, por ejemplo) alre-

dedor de los ejes considerados fundamentales para 

comenzar un proceso de reforma rural integral que 

modifique las dinámicas de los territorios y cierre las 

brechas entre lo rural y lo urbano, y entre las zonas 

priorizadas y el resto del país. 

Este proceso participativo podría verse entonces 

como una apuesta de gobernanza, al tener la in-

tención de elaborar los programas desde lo local-

veredal vinculando a los habitantes del territorio. Se 

trataría entonces de un proceso que algunos autores 

denominan bottom-up, o sea de abajo hacia arriba, 

para diferenciarlo de aquellos top-down, de arriba 

hacia abajo. Así, la gobernanza permite la construc-

ción de políticas públicas de manera participativa y 

consensuada, incorporando y negociando los dife-

rentes intereses de los actores agrupados bajo a la 

noción de sociedad civil, de manera que “las insti-

tuciones estatales y no estatales, los actores políti-

cos y privados, participan y a menudo cooperan en 

la formulación y la aplicación de políticas públicas” 

(Sánchez, 2012: 238). Aquí la participación ciudada-

na se vuelve entonces un elemento clave de la go-

bernanza, que debe asegurar espacios en los que se 

concrete, e incide en las decisiones que se toman en 

relación con la política pública, decisión que enton-

ces ya no es del resorte exclusivo del gobierno, sino 

que debe incorporar de alguna manera los intereses 

y las agendas de un grupo más amplio de actores. 

Tres situaciones problemáticas han salido a flote en 

la manera en que se están implementando los pro-

gramas de desarrollo con enfoque territorial. La pri-

mera es la disparidad de los actores que entran en 

negociación, un elemento clave a la hora de utilizar 

el concepto de gobernanza y de analizar esta for-

ma de concebir el gobierno, dado que muchas veces 

las asimetrías de poder son ignoradas y se asume 

que los participantes llegan a la mesa de negocia-

ción en igualdad de condiciones, cuando en realidad 

esto no es así. Especialmente en los contextos en los 

que existen intereses empresariales fuertes y bien re-

presentados, con recursos de diferente tipo, frente 

a una sociedad civil poco organizada o expuesta a 

múltiples presiones y en contextos de privación de 

los medios materiales para garantizar unas condicio-

nes de vida digna. 

La segunda es que, pese a los esfuerzos hechos, el 

proceso de acercamiento en los territorios no redun-

dó en una metodología que permitiera obtener ele-

mentos claros y aterrizados para la construcción de 

los planes. Se ignoraron los avances existentes, tanto 

desde la institucionalidad local por medio, por ejem-

plo, de los planes de desarrollo, o de las comunida-

des locales con sus planes de vida o de etnodesarro-

llo. El ejercicio se empezó desde cero, compilando 

una cantidad de expectativas, deseos y reclamos, sin 

asociar esto con planes preexistentes, sin lo avanza-

do por la institucionalidad local existente (como los 

comités de víctimas, los consejos municipales de de-

sarrollo rural) o evidenciando la falta de recursos con-



Sabina Rasmussen / Inge H. Valencia | GobeRnanza en el PacífIco: enTRe RenTaS IleGaleS, VIolencIa Y PDeT

22

cretos para su realización. Además, los espacios no 

permitieron la coordinación y en ocasiones las inter-

venciones fueron aisladas o demasiado localizadas. 

Finalmente, hay gran hermetismo en términos de las 

posibilidades de acceder a la información sobre los 

resultados de los espacios realizados para hacerles 

seguimiento (Fundación Ideas para la Paz, 2018).

La tercera situación tiene que ver con la persistencia 

de la violencia en la región y el impacto que tiene 

sobre los procesos de participación ciudadana. Las 

lógicas de gobernanza como mera participación no 

son viables en estos contextos de recrudecimiento 

de la violencia y de tantas asimetrías de poder de los 

actores. Además, la falta de sincronía institucional en 

lo que significa la implementación de los programas 

de desarrollo con enfoque territorial y los procesos 

de sustitución de cultivos ilícitos son un punto neu-

rálgico en lo que sucede en estos municipios. 

Un punto importante a problematizar aquí es el rol 

de los Planes integrales y municipales de sustitución 

y desarrollo alternativo de proyectos productivos 

(Pisdas) como figuras de implementación local, y 

las relaciones que pueden tener con otros asuntos 

como el ordenamiento territorial y la participación 

ciudadana. Por un lado, los Pisdas deberán entrar a 

revisar los usos y jurisdicciones de los lugares donde 

estos programas se desarrollarán, y deberán alinear-

se con los programas de desarrollo con enfoque te-

rritorial en las localidades donde se ejecuten ambos. 

Este es un asunto sensible para la región Pacífico, 

donde como lo vimos hay una alta concentración de 

cultivos ilícitos, pero donde muchos de estos luga-

res son zonas de ordenamiento territorial especial 

como resguardos indígenas, territorios colectivos de 

poblaciones afrodescendientes o parques naturales. 

Eso significa que varios de estos programas deberán 

tener en cuenta las jurisdicciones especiales y pasar 

por procedimientos especiales consultivos, y pone en 

evidencia las relaciones entre el ordenamiento terri-

torial y el desarrollo rural como un asunto neurálgico 

para la implementación de programas de sustitu-

ción voluntaria. El fenómeno de los cultivos ilícitos 

se asocia a la falta de oportunidades del sector ru-

ral, en particular del campesinado y de poblaciones 

afrodescendientes e indígenas, pero también a una 

decisión política sobre la manera en que el estado 

integra a los territorios donde se desarrollan este tipo 

de cultivos, muchos de ellos fronterizos o zonas de 

ampliación de colonización, marcados por el desa-

rrollo del conflicto armado y donde hay una estrecha 

relación entre las economías legales y las ilegales, y 

donde la minería ilegal cobra cada vez mayor impor-

tancia (Valencia, 2017).

La Agencia de Renovación Territorial, que coordina 

la implementación de los programas de desarrollo 

con enfoque territorial, debe asegurar también que 

se hagan efectivos los procesos de formalización 

minera y la prelación de la explotación minera para 

las comunidades afrodescendientes de la región. En 

los programas de desarrollo con enfoque territorial 

debe haber un capítulo minero, que incorpore la mi-

nería dentro del concepto de economías propias y 

desarrolle formas de explotación compatibles con el 

cuidado del medio ambiente. Es necesario compren-

der que muchas de las comunidades que hoy se han 

visto involucradas en la minería de enclave extractivo 

ilegal de gran porte no reniegan de la minería, sino 

que la reivindican como una actividad propia cuyos 

beneficios deberían quedar en la región, con unas 

formas de explotación que permitan la permanencia 

de las poblaciones en los territorios en condiciones 

de vida digna. Además, es necesario fortalecer a las 

organizaciones de la sociedad civil, para que puedan 

llegar en condiciones de negociación real con la ins-

titucionalidad pública. Una forma sería no ignorar el 

acumulado histórico que traen, en especial en rela-

ción con la incorporación de sus planes de vida y sus 

demandas históricas. De esta forma, la gobernanza 

se acercaría más a un proceso de construcción de 

política pública participativa. 

Con estos elementos surge la pregunta de si los pro-

gramas de desarrollo con enfoque territorial podrían 

ser una nueva forma de gobernanza en los territo-

rios, que cambie la forma en que el estado ha estado 

presente y ausente en la región Pacífico. Así, dichos 
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programas podrían llegar a traducirse en la inversión 

en algunos proyectos considerados importantes e 

incluso prioritarios, pero en el contexto actual, con 

el proceso de debilitamiento de los acuerdos pacta-

dos, que se fortalece con la llegada del gobierno en 

cabeza de Iván Duque, y el recrudecimiento del con-

flicto, difícilmente podrá cumplirse con la promesa 

de transformación que parecía contener la reforma 

rural integral del Acuerdo de paz. 

Reflexiones finales

En el caso de la región Pacífico, vemos de nuevo un 

estado activo y presente, que no solo planifica sino 

que, también, destina cuantiosos recursos para con-

cretar algunas políticas como los programas de de-

sarrollo con enfoque territorial o aquellos incluidos 

en la política de gobierno “Plan Pazifico”, pero que 

no rompe con las lógicas de una región destinada a 

alimentar sucesivos ciclos extractivos, basadas fun-

damentalmente en el aprovechamiento de las condi-

ciones geoambientales y geoestratégicas. 

Dicho esto, continuar hablando del “abandono” del 

estado en relación con la región Pacífico responde 

solo a una parte del panorama que es necesario 

comprender para pensar en recomendaciones y ac-

ciones que puedan tener algún tipo de resultado en 

la mejora de la calidad de vida de la población. Si en-

tendemos los conceptos de gobernabilidad y gober-

nanza como herramientas que permiten comprender 

la forma en que se relacionan el estado y la sociedad 

(Natera Peral, 2005), debemos afinar primero las lec-

turas de contexto, y sobre todo, dejar a un lado inter-

pretaciones dicotómicas del tipo “el estado ausente” 

o “región abandonada”. En ese sentido, partimos de 

considerar que se trata de un “estado selectivo”, que 

decide ausentarse de algunas de sus obligaciones y 

estar presente en otras, priorizando unos intereses 

en desmedro de otros.

Entonces, la región Pacífico puede leerse por medio 

de lo que Harvey (2005) denomina “desarrollo geo-

gráfico desigual”, y que es el “resultante de la inte-

racción entre los procesos globales y los regionales y 

locales (y) la inserción de estos en la escala mundial” 

(Valenzuela, 2004: 8). De esta manera, más que ha-

ber sido librada a su suerte por un estado ausente, 

se le ha asignado, y se ha ido construyendo históri-

camente, una determinada “vocación” o una for-

ma de hacer parte de las dinámicas socioecológicas 

nacionales y globales15. Esa vocación históricamen-

te construida ha girado en torno a la extracción de 

recursos naturales para exportación. Los diferentes 

ciclos extractivos (Leal y Restrepo, 2003), desde la 

madera hasta el oro, pasando por los cultivos de uso 

ilícito, y en la etapa de liberalización de la economía, 

su rol como nodo de conexión con los mercados in-

ternacionales, demuestran que la región hace apor-

tes importantes al flujo de mercancías en el mercado 

mundial. El estado no la ha abandonado a su suerte 

ni la ha mantenido excluida, sino que se ha hecho y 

se hace presente en algunas intervenciones selecti-

vas, que apuntan a reforzar los ciclos extractivos y el 

rol asignado a la región. 

No se trata de reclamar “la” presencia del estado, 

sino una presencia distinta a la que ha existido his-

tóricamente. Esto depende en gran parte de que la 

región deje de ser entendida como un asiento de 

procesos extractivos o un nodo de conexión como 

trampolín para el mercado internacional, en función 

de la acumulación por fuera de la región. Para ello 

es necesario que las intervenciones se hagan en fun-

ción de las necesidades de la población local y de sus 

expectativas de mejora de calidad de vida. Lo cual 

implica también dejar de ver a la región como un te-

rritorio “sacrificable” (Svampa, 2008) y sacudirse de 

las formas construidas históricamente y fuertemente 

arraigadas de considerarla como el símbolo del atra-

so desde concepciones profundamente etnocéntri-

cas, racistas y sin profundidad histórica. 

15 Hacemos énfasis en lo socioecológico para evidenciar la rela-
ción dialéctica, no determinista, de lo geográfico-biofísico y 
lo sociohistórico, que permiten acercarse a una aprehensión 
más acabada de los procesos regionales de construcción. La 
localización en el litoral Pacífico, su ecosistema de selva tro-
pical húmeda, su conexión a través de los ríos, sus dinámicas 
de poblamiento por las poblaciones indígenas, afros y mes-
tizas, por mencionar algunos, son elementos que deben ser 
tenidos en cuenta en el análisis.
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